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“…

para que un trabajador pueda ser calificado de dirección es 

necesario qu

e cumpla con una cualquiera de estas tres 

condiciones, a saber, que intervenga en las decisiones u 

orientaciones de la empresa; o que tenga el carácter de 

representante del patrono ante otros trabajadores o terceros; o 

que pueda sustituir,

 

en todo o en par

te, al patrono”.

 

Definición de empleado de 

dirección

 

“…

el pago de vacaciones y bono vacacional deba 

hacerse en el momento del comienzo del disfrute de las 

mismas, pues ha de entenderse que el dinero que 

perciba el t

rabajador por ese concepto sea destinado a 

sufragar los gastos de recreación y esparcimiento que 

implica el disfrute de las vacaciones

”

 

De la oportunidad de pago 

de las vacaciones y bono 

vacacional y el salario de 

base aplicable

 

Tanto las indemnizaciones contenidas el artículo 125 de 

la LOT como la pres

tación de antigüedad del artículo 108 

de la misma ley, deben pagarse con el salario integral

 

Prestación de 

antigüedad e 

indemnizaciones contenidas 

en el artículo 125 de la LOT 

(salario de base es el salario 

integral).
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“

En ese mismo orden, el artículo 47 eiusdem dispone que la 

calificación de un trabajador como de dirección, confianza, 

inspección o vigilancia, dependerá de la naturaleza real de 

los servicios prestados, independientemente de la 

denominación que haya sido convenida por las partes o de 

la que unilateralmente hubiese establecido el patrono.

”

 

Calificación de un trabajador 

como de dirección o de 

confianza 

 

Caso en el que la Sala considera que la demandante

 

no 

era em

pleada de dirección por cuanto no 

tomaba 

decisiones de administración ni de disposición y tampoco 

representaba ni sustituía al patrono; pues sus funciones 

eran absolutamente de ejecución de las decisiones 

tomadas por la dirección administrativa de la empre

sa, y 

de realización de trámites administrativos ordinarios

 

Caso en que las funciones 

del trabajador no se 

consideran suficientes para 

calificarle como empleado 

de dirección
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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO
En el juicio por cobro de prestaciones sociales  que sigue la ciudadana MIRYAN DEL CARMEN MADRIZ DE LUCENA, representada por los abogados Oscar Julio Bucete Costa y Wilman Ramón Vargas Hernández, contra la sociedad mercantil CENTRO CLÍNICO LA ISABELICA C.A., representada por los abogados Rafael Hidalgo Sola, Bernardo Gómez Serra y Antonieta Reyes Limonta, el Juzgado Segundo Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, conociendo por apelación de ambas partes, en sentencia publicada en fecha 08 de octubre de 2007, declaró parcialmente con lugar el recurso de apelación de la parte actora, sin lugar el de la demandada, y parcialmente con lugar la demanda, modificando la decisión proferida por el Juzgado Segundo de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, de fecha 10 de julio de 2007, que declaró parcialmente con lugar la demanda.
Contra esta decisión de Alzada, ambas partes anunciaron y formalizaron oportunamente recurso de casación. Hubo contestación a la formalización de la demandada.
Cumplidas las formalidades legales con el nombramiento de ponente en la persona del Magistrado quien con tal carácter suscribe, la celebración de la audiencia oral, pública y contradictoria y la emisión de la decisión inmediata contemplada en el encabezamiento del artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, pasa en esta oportunidad la Sala a reproducir y publicar la sentencia en los términos siguientes:
RECURSO DE CASACIÓN DE LA PARTE ACTORA 
Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, denunció el formalizante la infracción de los artículos 92 de la Constitución de la República, y 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, por falta de aplicación.
Alega la parte recurrente que la Alzada declaró improcedente el pago  de la prestación de antigüedad por considerar que no consta en el libelo de demanda los días y la suma reclamada por ese concepto.
Aduce que en la demanda sí se mencionó expresamente la prestación de antigüedad como objeto de la pretensión; que, de la misma manera, en la audiencia de juicio se hizo la explicación de cada uno de los derechos reclamados, y en lo referente a la prestación de antigüedad se expuso claramente la forma como se determinó el salario integral y la aplicación mensual para determinar el monto correspondiente a los cinco (5) días de cada mes y a los días adicionales por cada año de servicio conforme con el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, y se reclamó el monto total por ese concepto; y que la parte demandada no demostró haber pagado la suma reclamada.
Para decidir la Sala observa:
Del análisis de los argumentos de la delación se desprende que lo denunciado por la recurrente es el vicio de incongruencia, en el cual habría incurrido la sentencia de Alzada al afirmar que la demanda no contiene los elementos configuradores de un reclamo de pago por concepto de prestación de antigüedad.
De acuerdo con la doctrina pacifica y reiterada de esta Sala toda sentencia debe cumplir con el principio de exhaustividad que le impone al juez el deber de resolver sobre todo lo pedido o alegado y sólo sobre lo alegado, pues al resolver lo no pedido incurre en el vicio de in congruencia positiva, y al no resolver lo pedido incurre en el vicio incongruencia negativa.
De manera que, una sentencia es congruente cuando guarda relación con los pedimentos del libelo de demanda y los términos en que el demandado dio su contestación.
En el caso de autos el actor expresa en su demanda que 
(…) la pretensión tiene por objeto que la demandada Centro Clínico La Isabelica C.A. pague a nuestra mandante todo lo referente a los derechos e indemnizaciones que jamás le fueron cancelados por la antes mencionada empleadora, entre los cuales destacamos: antigüedad como derecho adquirido por mandato del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo; (…) 
En ese mismo sentido, expresa lo siguiente: 
Determinación del Salario Integral, este cuadro nos muestra el salario integral (básico, más alícuotas de utilidades, vacaciones, bonos y demás partidas que se originan de la Convención Colectiva) que se utilizan para calcular la prestación de antigüedad mes a mes; (…)
Y
Determinación de Prestaciones Sociales e Intereses sobre Prestaciones Sociales. Aquí se determina la prestación de antigüedad establecida en el artículo 108 de la Ley y los intereses sobre esta prestación, (…).
En consonancia con lo expresado en el libelo, en la audiencia de juicio el demandante expuso la forma en que determinó el salario base para el cálculo de la prestación de antigüedad, indicando que procedió al cálculo mes a mes conforme con el artículo 108 de la Ley, y reclama la cantidad de cuarenta y nueve millones cuarenta y tres mil trescientos ochenta y siete bolívares (Bs. 49.043.387) por ese concepto.
Así las cosas, resulta evidente que la prestación de antigüedad fue demandada, pues el actor fue claro y determinante en su reclamo, no sólo exigió el pago, sino que expresó la cantidad que según él le corresponde por dicho concepto.
Es menester dejar establecido que, a los efectos de reclamar el pago de la prestación de antigüedad, no es necesario que el demandante señale el número de días que por tal concepto se le deben remunerar, como tampoco la suma total que le correspondería según sus cálculos, pues todo ello forma parte del derecho a aplicar, mejor dicho es el resultado de la aplicación del derecho correspondiente, por tanto, es al juez a quien corresponde realizar esa determinación. 
No obstante lo anterior, el Sentenciador de alzada establece lo siguiente: 
Con respecto a la Antigüedad (sic) que en esta alzada (sic) se reclama, la misma no es procedente por cuanto no se evidencia del escrito libelar, ni los días, ni los montos reclamados. 
Del análisis de la recurrida se evidencia claramente que el Juez de alzada no cumplió con el principio de exhaustividad al no decidir sobre todo lo alegado, incurriendo así en el vicio de incongruencia negativa. 
En razón de las consideraciones expuestas, la presente denuncia se declara procedente. Así se decide.
Al ser declarada procedente la denuncia examinada resulta inoficioso el examen de las demás. 
De conformidad con lo previsto en el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, al haberse encontrado procedente la denuncia planteada por el formalizante, la Sala debe pronunciarse sobre el fondo de la controversia.
DECISIÓN SOBRE EL FONDO DE LA CONTROVERSIA
La parte actora alega que comenzó a prestar servicios para la demandada en fecha 08 de abril de 2002 en el área administrativa; que cumplió un período de prueba desde la fecha de ingreso hasta el mes de septiembre de 2002, fecha en la que le notificaron que su período de prueba había sido satisfactorio y que a partir del mes de octubre quedaba como trabajadora fija devengando un salario de un millón ochocientos mil bolívares (Bs. 1.800.000) cobrados por honorarios profesionales, con una bonificación variable por rendimiento; que el día 22 de octubre de 2002 la empresa le entrega correspondencia donde le informan y recuerdan las funciones del cargo que ha venido desempeñando en la Gerencia de Administración; que el día 25 de mayo de 2006 la empresa le comunica que ha decidido prescindir de sus servicios debido a una reestructuración administrativa; que solicitó hacer entrega formal de todo lo que correspondía a sus labores, para lo que requirió un tiempo prudencial, el cual le fue concedido y trabajó hasta el día 31 de mayo de 2006.
Las principales labores -continua señalando- que realizaba consistían en el control de la parte administrativa-financiera de la empresa para reportar a la Junta Directiva; que trabajaba de lunes a viernes en una jornada comprendida entre las 8:00 a.m. y las 5:00 p.m. con una hora de descanso, pero que en la mayoría de los casos esa jornada se extendía en virtud de la naturaleza del trabajo y en razón de estar a disposición del patrono las 24 horas del día durante todo el año, hasta el punto que muchas veces tuvo que trabajar los días sábado y domingo.
Aduce que la empresa, con la finalidad de ocultar la relación de trabajo, la obligó a elaborar unos talonarios de facturas para que al recibir el pago de su remuneración como empleada de la Gerencia de Administración emitiera facturas por concepto de honorarios profesionales; que en el ejercicio de sus labores reportaba directamente al Presidente de la Junta Directiva de la empresa ciudadano Rafael René Rivero y al Director Administrativo.
Alega que el salario integral promedio devengado durante el último año de servicios fue la cantidad de trescientos cuarenta y un mil seiscientos veintitrés bolívares con noventa y siete céntimos (Bs. 341.623,97).
Finalmente, alega que la demandada no le pagó una serie de bonos y primas a los que tenía derecho por aplicación de la Convención Colectiva de Trabajo, así como varios incrementos de salario y las prestaciones derivadas de la relación de trabajo y por efecto de su terminación.
Con base en estos hechos demanda el pago de los siguientes conceptos: 
Por concepto de prestación de antigüedad, la cantidad de cuarenta y nueve millones cuarenta y tres mil trescientos ochenta y siete bolívares (Bs. 49.043.387).
Por concepto de intereses sobre prestaciones sociales, la cantidad de once millones doscientos cuarenta y nueve mil trescientos tres bolívares (Bs. 11.249.303).
Por concepto de incrementos de salario, la cantidad de catorce millones ciento noventa y cinco mil bolívares (Bs. 14.195.000).
Por concepto de un día adicional por cada mes de treinta y un días, la cantidad de dos millones cuatrocientos sesenta mil ciento veinticinco bolívares (Bs. 2.460.125).
Por concepto de prima de antigüedad, la cantidad de ciento cuarenta y cuatro mil bolívares (Bs. 144.000).
Por concepto de estimulo por asistencia, la cantidad de un millón cien mil bolívares (Bs. 1.100.000).
Por concepto de vacaciones, bono vacacional y bono post-vacacional, la cantidad de treinta y ocho millones novecientos cuarenta y siete mil ciento setenta y un bolívares con sesenta céntimos (Bs. 38.947.171,60).
Por concepto de utilidades, la cantidad de cuarenta y nueve millones trescientos noventa mil cincuenta y tres bolívares con cincuenta céntimos (Bs. 49.390.053,50).
Por concepto de tickets de alimentación, la cantidad de siete millones trescientos diecinueve mil ochocientos veinte bolívares (Bs. 7.319.820).
Por concepto de indemnización por despido injustificado e indemnización sustitutiva de preaviso, la cantidad de sesenta y un millones cuatrocientos noventa y dos mil trescientos veinte bolívares (Bs. 61.492.320).
Demanda igualmente, los intereses de mora y la corrección monetaria.
La demandada alega que la demandante era una empleada de dirección y se desempeñó en el cargo de Gerente de Administración; que como tal debía ejecutar las decisiones de la Junta Directiva, informar a ésta de la situación financiera de la empresa, velar por el registro contable de todas las transacciones de la institución, controlar la facturación de la empresa, controlar y recuperar la cartera de crédito, darle seguimiento a los convenios establecidos por la Junta Directiva con empresas de seguros y administradoras de salud, emitir y revisar las órdenes de compra y de trabajo, controlar los activos fijos de la institución, efectuar los inventarios de medicamentos y material médico-quirúrgico en las diferentes áreas de la clínica, mantener la imagen corporativa del equipo administrativo, velar por el buen funcionamiento de los sistemas operativo (SICLHOS) y contable (SAGA), atender los requerimientos de los médicos-socios y controlar los pagos de las obligaciones contraídas por la empresa, por consiguiente, niega que la relación de trabajo haya terminado por despido injustificado.
Asimismo, alega que la demandante nunca estuvo amparada por la Convención Colectiva de Trabajo y que el salario por ella devengado siempre fue un salario fijo.
Admite la relación de trabajo.
Niega que la actora devengase un salario variable; que durante los últimos doce (12) meses de trabajo la actora haya devengado un salario de trescientos cuarenta y un mil seiscientos veintitrés bolívares con noventa y siete céntimos (Bs. 341.623,97); que la demandante haya trabajado en un horario comprendido entre las 8:00 a.m. y 5:00 p.m., pues su jornada era flexible en virtud del cargo de Gerente desempeñado; que la trabajadora tuviese derecho a dos (2) días de descanso semanales; que los jefes inmediatos de la actora fuesen los doctores Rafael René Rivero y el Director Administrativo, pues debía reportar e informar de su trabajo a la Junta Directiva. Por último, niega que le deba cantidad alguna a la actora por los conceptos demandados.
Afirma que le pagó a la actora la cantidad de diecinueve millones doscientos mil bolívares (Bs. 19.200.000) a la terminación de la relación de trabajo, por concepto de honorarios profesionales, y solicita que dicha cantidad se tenga como pago de las prestaciones sociales de la actora.  
En el caso concreto, del análisis de la demanda y de la contestación ha quedado establecida la existencia de la relación de trabajo, la fecha de inicio y la fecha de terminación de la misma y el monto del salario integral; por lo que la controversia se contrae a determinar si la actora era una empleada de dirección o no, la aplicabilidad de la Convención Colectiva, la jornada de trabajo, la procedencia del pago de las sumas demandadas por los conceptos de prestación de antigüedad, intereses sobre prestaciones sociales,  incrementos de salario, un día adicional por cada mes de treinta y un días, prima de antigüedad, estimulo por asistencia, vacaciones, bono vacacional, bono post-vacacional, utilidades, tickets de alimentación, indemnización por despido injustificado e indemnización sustitutiva de preaviso.
Ahora bien, conforme con lo previsto en los artículos 72 y 135 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, el régimen de distribución de la carga probatoria, se fijará de acuerdo con la forma en la que la demandada haya dado contestación a la demanda.
En ese sentido, la carga de la prueba del carácter de empleada de dirección de la actora, de la jornada de trabajo y de los hechos excluyentes de la aplicación de la Convención Colectiva corresponde a la demandada. 
Establecidos los límites de la controversia, corresponde ahora valorar las pruebas que constan en autos a los fines de establecer cuáles de los hechos controvertidos han sido probados.
La parte actora promovió el mérito favorable de los autos. Al no ser promovido un medio probatorio susceptible de valoración, esta Sala considera que es improcedente valorar tales alegaciones.
Promovió correspondencia de fecha 22 de octubre de 2003 firmada por el Presidente de la empresa demandada, en la cual le informan y le recuerdan a la demandante las funciones inherentes al cargo que venía desempeñando, este documento no fue desconocido por la demandada, por consiguiente, se le otorga valor probatorio.
Produjo correspondencia de fecha 25 de febrero de 2006, firmada por el Presidente de la empresa demandada, en la cual le informa a la demandante que la empresa ha decidido prescindir de sus servicios profesionales a partir del 25 de mayo de 2006, debido a reestructuración administrativa, este instrumento no fue desconocido por la demandada, por lo que se le otorga valor probatorio. 
Promovió constancia de trabajo suscrita por la licenciada Norma Herrera Jefe de Recursos Humanos de la empresa demandada, expedida en fecha 14 de julio de 2006, este instrumento no fue desconocido por la demandada, por lo que se le otorga valor probatorio
Promovió y consignó el “mayor analítico” emitido por el sistema de computación de la empresa demandada conjuntamente con las facturas que la actora emitía a la demandada por los pagos recibidos durante la relación de trabajo, estos documentos no fueron impugnados, por lo que se les otorga valor probatorio.
Produjo copias fotostáticas de recibos de los pagos recibidos de la demandada desde abril de 2002 hasta septiembre de 2002, a estas copias no se les otorga valor probatorio por haber sido impugnadas por la demandada, y su certeza no pudo constatarse.
Produjo informe entregado por la demandante a la Junta  Directiva de la Empresa demandada, recibido por ésta en fecha 02 de junio de 2006, el referido informe se desecha por no aportar nada a la solución de la controversia. 
La demandada promovió recibos identificados con los números del 56 al 151, firmados por la actora, en los cuales declara haber recibido determinadas cantidades de dinero, por concepto de honorarios profesionales por el período comprendido entre el mes de octubre de 2004 y el mes de mayo de 2006, con excepción del recibo identificado con el N° 99 que es por concepto de adelanto de bono de productividad año 2006, los mencionados instrumentos se desechan por no aportar ningún elemento que contribuya a la solución de la controversia.
Promovió los testimonios de los ciudadanos Adriana Pineda La Roche, Lisbet Reverol y Fredy Agüero, domiciliados en la ciudad de Valencia, estos testimonios no fueron evacuados, por lo que no hay material probatorio que valorar.
Promovió recibo identificado con el N° 152 de fecha 05 de junio de 2006, firmado por la demandante, el cual, por no haber sido desconocido, debe entenderse reconocido tácitamente, por consiguiente, se le otorga valor probatorio, con dicho instrumento se demuestra que la actora recibió de la demandada la cantidad de diecinueve millones doscientos mil bolívares (Bs. 19.200.000) al terminar la relación de trabajo.
Produjo recibo identificado con el N° 153 de fecha 13 de junio de 2006, firmado por la demandante, en los cuales declara haber recibido la cantidad de doscientos trece mil trescientos treinta y tres bolívares con treinta y tres céntimos (Bs. 213.333,33) por concepto de honorarios profesionales correspondientes a los días 1° y 2 de junio de 2006, este documento se desecha por no aportar nada a la solución de la controversia.
Promovió los testimonios de los ciudadanos Manuel Loreto y Onelsij Godoy, domiciliados en la ciudad de Valencia, estos testimonios no fueron evacuados, por tanto, no hay prueba que valorar. 
Realizado el análisis de todas y cada una de las pruebas cursantes en autos, la Sala procede ahora a decidir la controversia, previas las consideraciones siguientes:
En relación con el carácter de la actora en cuanto a si era o no una empleada de dirección, se observa:
La Ley Orgánica del Trabajo establece que un empleado de dirección es aquel que interviene en la toma de decisiones u orientaciones de la empresa, así como el que tiene el carácter de representante del patrono frente a otros trabajadores o terceros y puede sustituirlo, en todo o en parte en sus funciones -artículo 42-. De este modo, para que un trabajador pueda ser calificado de dirección es necesario que cumpla con una cualquiera de estas tres condiciones, a saber, que intervenga en las decisiones u orientaciones de la empresa; o que tenga el carácter de representante del patrono ante otros trabajadores o terceros; o que pueda sustituir, en todo o en parte, al patrono. 
En ese mismo orden, el artículo 47 eiusdem dispone que la calificación de un trabajador como de dirección, confianza, inspección o vigilancia, dependerá de la naturaleza real de los servicios prestados, independientemente de la denominación que haya sido convenida por las partes o de la que unilateralmente hubiese establecido el patrono. Así pues, la calificación de un empleado como de dirección dependerá siempre de la naturaleza real de los servicios prestados, antes que de la denominación que acuerden las partes para el cargo ocupado o que unilateralmente imponga el empleador. Ello en aplicación de los principios de irrenunciabilidad de los derechos del trabajador y de primacía de la realidad sobre las apariencias formales.
Es evidente que por la intervención decisiva en el resultado económico de la empresa o en el cumplimiento de sus fines de producción, los empleados de dirección se encuentran de tal manera ligados a la figura del empleador, que llegan a confundirse con él o a sustituirlo en la expresión de voluntad. 
Para que un trabajador pueda ser calificado como empleado de dirección, debe quedar claro que éste participa en la toma de decisiones y no sólo ejecuta y realiza los actos necesarios para cumplir con las órdenes, objetivos y políticas que han sido determinadas previamente por el patrono y los verdaderos empleados de dirección.
Cuando el empleado de dirección representa al patrono frente a terceros o frente a los demás trabajadores, debe entenderse que tal acto de representación es resultado de las apreciaciones y decisiones que él ha tomado o en cuya toma participó, y no que actúa como un mero mandatario; pues, si bien la condición de empleado de dirección implica un mandato del patrono, aun tácito, no necesariamente todo mandato implica que detrás del mismo subyace la condición de empleado de dirección. 
En el caso de autos, constituye un hecho no controvertido que los servicios prestados por la actora consistían en ejecutar las decisiones de la Junta Directiva, informar a ésta de la situación financiera de la empresa, velar por el registro contable de todas las transacciones de la institución, controlar la facturación de la empresa, controlar y recuperar la cartera de crédito, darle seguimiento a los convenios establecidos por la Junta Directiva con empresas de seguros y administradoras de salud, emitir y revisar las órdenes de compra y de trabajo, controlar los activos fijos de la institución, efectuar los inventarios de medicamentos y material médico-quirúrgico en las diferentes áreas de la clínica, mantener la imagen corporativa del equipo administrativo, velar por el buen funcionamiento de los sistemas operativo (SICLHOS) y contable (SAGA), atender los requerimientos de los médicos-socios y controlar los pagos de las obligaciones contraídas por la empresa.
Así las cosas es evidente que la demandante no tomaba decisiones de administración ni de disposición y tampoco representaba ni sustituía al patrono; pues sus funciones eran absolutamente de ejecución de las decisiones tomadas por la dirección administrativa de la empresa, y de realización de trámites administrativos ordinarios.
Por las razones anteriores, concluye la Sala que la actora no puede ser considerada como una empleada de dirección. De allí que no podía ser despedida sin causa justa.
En relación con la aplicación de la Convención Colectiva celebrada entre la empresa demandada y el Sindicato Único de Trabajadores de la Salud de Instituciones Públicas y Privadas y de la Seguridad Social del Estado Carabobo, la misma en su Cláusula N° 5 establece la aplicación a todos los trabajadores contratados directamente por la empresa, sin establecer excepciones al respecto, por consiguiente, sí es aplicable la Convención al caso concreto. Así se decide.
Establecido lo anterior, sólo resta por establecer cuáles de los pedimentos realizados por la actora son procedentes a la luz de la Convención Colectiva de Trabajo que rigió la relación laboral entre las partes.
Demanda la actora la cantidad de catorce millones ciento noventa y cinco mil bolívares (Bs. 14.195.000), por concepto de incrementos salariales, con fundamento en la Cláusula N° 47 de la Convención Colectiva.
Señala la actora que de conformidad con las Convenciones Colectivas que rigieron la relación de trabajo, la primera desde el 1° de julio de 2002 hasta el 30 de junio de 2005 y la segunda desde el 1° de julio de 2005 en adelante, la empresa debió otorgarle los siguientes incrementos sobre el salario básico: un cinco por ciento (5%) a la firma de la primera convención; un doce y medio por ciento (12,5%) al 1° de julio de 2003, un doce y medio por ciento (12,5%) al 1° de Julio de 2004 y un veinte por ciento (20%) al 1° de julio de 2005.
Ciertamente la Convención Colectiva que rigió entre los años 2002 y 2005 establece que la empresa se compromete a dar a todos sus trabajadores un aumento de salario general en los porcentajes y en las fechas señaladas por la actora.
Asimismo, la Convención 2005-2008 establece que la empresa se compromete a otorgar un aumento salarial de veinte por ciento (20%) a partir de su entrada en vigencia. 
De esta manera, se tiene que para la fecha de la firma de la primera de las convenciones colectivas el 1° de julio de 2002, la actora devengaba un salario básico de un millón ochocientos mil bolívares (Bs. 1.800.000) mensuales, correspondiéndole entonces un incremento de noventa mil bolívares (Bs. 90.000), para la fecha indicada. Para el 1° de julio de 2003 la actora ha debido estar devengando un salario básico de un millón ochocientos noventa mil bolívares (Bs. 1.890.000), correspondiéndole entonces un incremento de doscientos treinta y seis mil doscientos cincuenta bolívares (Bs. 236.250), para la fecha indicada. Para el 1° de julio de 2004 la actora ha debido estar devengando un salario básico de dos millones ciento veintiséis mil doscientos cincuenta bolívares (Bs. 2.126.250), correspondiéndole entonces un incremento de doscientos sesenta y cinco mil setecientos ochenta y un bolívares con veinticinco céntimos (Bs. 265.781,25), para la fecha indicada. Para el 16 de noviembre de 2005 la actora ha debido estar devengando un salario básico de dos millones trescientos noventa y dos mil treinta y un bolívares con veinticinco céntimos (Bs. 2.392.031,25), correspondiéndole entonces un incremento de cuatrocientos setenta y ocho mil cuatrocientos seis bolívares con veinticinco céntimos (Bs. 478.406,25), para la fecha indicada.
Ahora, consta en autos “mayor analítico” emitido por el sistema de computación de la empresa demandada y las facturas que la actora emitía a la demandada por los pagos recibidos durante la relación de trabajo- que la actora recibió sólo el incremento salarial establecido en la Convención Colectiva de Trabajo 2005-2008, es decir, el veinte por ciento (20%) a partir del 1° de julio de 2005; esto es corroborado por la constancia de trabajo producida por la actora en la cual consta que el último salario básico por ella devengado fue la cantidad de tres millones doscientos mil bolívares (Bs 3.200.000). Por tales razones, el reclamo por incrementos salariales se declara procedente, sólo respecto de los incrementos establecidos en la Convención 2002-2005. Así se decide.
Como resultado de todo lo anterior, la demandada debe pagar a la actora la cantidad de siete millones ciento cuatro mil trescientos setenta y cinco bolívares (Bs. 7.104.375), equivalentes a siete mil ciento cuatro bolívares fuertes con treinta y ocho céntimos (Bs.F. 7.104,38), por concepto de incrementos salariales de conformidad con lo establecido en la Cláusula N° 47 de la Convención Colectiva 2002-2005. Así se decide.
Demanda el pago de la cantidad de dos millones cuatrocientos sesenta mil ciento veinticinco bolívares (Bs. 2.460.125), por concepto de un (01) día adicional por cada mes de treinta y un (31) días, con fundamento en la Cláusula N° 2 de la Convención.
Dispone la mencionada Cláusula N° 2 que la empresa reconocerá los meses que tengan treinta y un (31) días, pagando un (01) día más de salario en la segunda quincena.
Ahora, no consta en autos que la demandada haya pagado el salario correspondiente a los meses de treinta y un (31) en la forma establecida en la referida Cláusula, razón por la cual el reclamo se declara procedente. Así se decide.
En virtud de lo expuesto, la actora tiene derecho al pago de todos los días adicionales en los meses de treinta y un (31) días por todo el tiempo que duró la relación de trabajo, tomando como base el salario básico correspondiente al mes en que debe reconocerse el día adicional, incluyendo el aumento que debió otorgársele según lo decidido en el capitulo anterior. De este modo, la demandada debe pagarle a la actora la cantidad de dos millones doscientos cuarenta y un mil novecientos treinta y dos bolívares con veinticuatro céntimos (Bs. 2.241.932,24), equivalentes a dos mil doscientos cuarenta y un bolívares fuertes con noventa y tres céntimos (Bs.F. 2. 241,93), por concepto de día adicional en los meses de treinta y un (31) días. Así se decide.   
Demanda el pago de la cantidad de ciento cuarenta y cuatro mil bolívares (Bs. 144.000), por concepto de prima  de antigüedad, con fundamento en las Cláusulas números 56 de la Convención Colectiva 2002-2005, y 57 de la Convención 2005-2008.
En la Convención 2002-2005 la Cláusula invocada establece que la empresa pagará a sus trabajadores con más de un año de antigüedad una prima de un mil bolívares (Bs. 1.000) mensuales por cada año de antigüedad.
En la Convención 2005-2007 la prima se incrementa a tres mil bolívares (Bs. 3.000).
Así las cosas, y tomando en cuenta que la Convención 2002-2005 estuvo vigente desde el 1° de julio de 2002 hasta el 15 de noviembre de 2005, y la Convención 2005-2008 lo estuvo desde el 16 de noviembre en adelante; y que la actora comenzó a prestar sus servicios a la demandada en fecha 08 de abril de 2002, se tiene que a partir del 09 de abril de 2003 ésta tenía derecho a percibir la prima de antigüedad a razón de un mil bolívares (Bs. 1.000) mensuales, la cual debió haber sido elevada a tres mil bolívares (Bs. 3.000) a partir del 16 de noviembre de 2005.
Ahora, no consta en autos que la demandada haya pagado a la actora la prima de antigüedad en los términos establecidos, razón por la cual el reclamo se declara procedente. En consecuencia, la demandada debe pagarle a la actora la cantidad de ciento veinte mil bolívares (Bs. 120.000), equivalentes a ciento veinte bolívares fuertes (Bs.F. 120), por concepto de prima de antigüedad. Así se decide.  
Demanda el pago de la cantidad de un millón cien mil bolívares (Bs. 1.100.000), por concepto de estimulo por asistencia, con fundamento en la Cláusula N° 58 de la Convención Colectiva.
La Cláusula invocada establece que la empresa conviene en pagar un bono por asistencia perfecta de sesenta mil bolívares (Bs. 60.000) bimensuales a los trabajadores que tengan una asistencia perfecta durante dos (02) meses.
De conformidad con la disposición de la Convención Colectiva, el derecho a percibir el bono de estimulo por asistencia, presupone que el trabajador haya tenido una asistencia perfecta durante los dos (02) meses inmediatos anteriores.
Ahora, no señala la actora los períodos por los cuales reclama el mencionado bono, sobre los cuales tendría la carga de probar su asistencia perfecta al trabajo, de lo cual tampoco, obviamente, hay constancia en autos, por tales razones, el reclamo se declara improcedente. Así se decide.
Demanda el pago de la cantidad de treinta y ocho millones novecientos cuarenta y siete mil ciento setenta y un bolívares con sesenta céntimos (Bs. 38.947.171,60), por concepto de bono vacacional y bono post-vacacional, con fundamento en la Cláusula N° 53 de la Convención Colectiva.
Este reclamo se declara procedente, en virtud de que tiene su fundamento en la Convención Colectiva y no consta en autos que la demandada haya dado cumplimiento a la obligación que le impone la Cláusula N° 53 en relación con los bonos reclamados. Por consiguiente, se ordena una experticia complementaria del fallo a los fines de cuantificar la suma a pagar por este concepto.
Ahora, las vacaciones son entendidas como el período de descanso a que tiene derecho el trabajador con fines recreativos y de esparcimiento luego de un año ininterrumpido de labores, con el propósito de compensar el esfuerzo dedicado a sus labores.
De allí que, el legislador dispone que el pago de vacaciones y bono vacacional deba hacerse en el momento del comienzo del disfrute de las mismas, pues ha de entenderse que el dinero que perciba el trabajador por ese concepto sea destinado a sufragar los gastos de recreación y esparcimiento que implica el disfrute de las vacaciones. Es por ello que por razones de justicia y equidad, considera la Sala, el salario base para el cálculo de la suma a pagar por los conceptos aquí señalados es el salario normal devengado al momento de la terminación de la relación de trabajo, esto es, la cantidad de doscientos treinta y cuatro mil cuatrocientos sesenta y seis bolívares con sesenta y siete céntimos (Bs. 234.466,67), habida cuenta que la actora no disfrutó de las vacaciones en el momento en que nació para ella ese derecho; y se tomará como parámetros de cálculo lo establecido en la mencionada Cláusula N° 53 de la Convención Colectiva, considerando que la Convención 2002-2005 rigió hasta el día 15 de noviembre de 2005 y la Convención 2005-2008 rigió desde el 16 de noviembre de 2005 en adelante. Así se decide.  
Demanda el pago de la cantidad de cuarenta y nueve millones trescientos noventa mil cincuenta y tres bolívares con cincuenta céntimos (Bs. 49.390.053,50), por concepto de utilidades, con fundamento en la Cláusula N° 55 de la Convención Colectiva.
Este reclamo se declara procedente, en virtud de que tiene su fundamento en la Convención Colectiva y no consta en autos que la demandada haya dado cumplimiento a la obligación que le impone la Cláusula N° 55 en relación con el pago de utilidades. Por consiguiente, se ordena una experticia complementaria del fallo a los fines de cuantificar la suma a pagar por este concepto, tomando como salario base de cálculo el siguiente: para el año 2002 ochenta y siete mil ochenta y un bolívares (Bs. 87.081), para el año 2003 noventa y siete mil cuatrocientos cuarenta y dos bolívares (Bs. 97.442), para el año 2004 ciento diez mil novecientos ochenta y seis bolívares (Bs. 110. 986), para el año 2005 ciento cincuenta y cinco mil ciento seis bolívares (Bs. 155.106), y para el año 2006 trescientos dos mil setecientos sesenta y siete bolívares (Bs. 302.767); como parámetros de cálculo lo establecido en la mencionada Cláusula N° 55 de la Convención Colectiva; y considerando que la Convención 2002-2005 rigió hasta el día 15 de noviembre de 2005 y la Convención 2005-2008 rigió desde el 16 de noviembre de 2005 en adelante. Así se decide.  
Demanda el pago de la cantidad de siete millones trescientos diecinueve mil ochocientos veinte bolívares (Bs. 7.319.820), por concepto de tickets de alimentación, con fundamento en la Cláusula N° 28 de la Convención Colectiva.
En la Cláusula invocada se establece que la empresa se compromete a suministrar a sus trabajadores el disfrute de cupón o ticket alimentario a que se refiere la Ley de Programa de Alimentación para los Trabajadores -hoy Ley de Alimentación para los Trabajadores-.
De conformidad con lo establecido en la Convención 2002-2005, el valor del ticket se ajustará al indicador del 0,31%, de la unidad tributaria y de conformidad con lo establecido en la Convención 2005-2008 el valor se ajustará al 0,34%.
Ahora, no consta en autos que la demandada haya pagado a la actora lo correspondiente al ticket de alimentación, por lo que el reclamo por este concepto se declara procedente. Por consiguiente, se ordena una experticia complementaria del fallo a los fines de cuantificar la suma a pagar por este concepto, considerando que la Convención 2002-2005 rigió hasta el día 15 de noviembre de 2005 y la Convención 2005-2008 rigió desde el 16 de noviembre de 2005 en adelante. Así se decide.  
Demanda el pago de la cantidad de sesenta y un millones cuatrocientos noventa y dos mil trescientos veinte bolívares (Bs. 61.492.320), por concepto de indemnización por despido injustificado e indemnización sustitutiva del preaviso.
Establecido como ha sido que la relación de trabajo terminó por despido injustificado, forzoso es concluir que la actora tiene derecho al pago de la indemnización adicional prevista en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, esto es, treinta (30) días de salario por cada año de antigüedad o fracción superior de seis (6) meses. De este modo, tomando en cuenta que la relación de trabajo duró un tiempo de cuatro (4) años, un (1) mes y veinticinco (25) días, la actora tiene derecho al pago de ciento veinte (120) días de salario integral, a razón de trescientos cuarenta y un mil seiscientos veintitrés bolívares con noventa y siete céntimos (Bs. 341.623,97) por día, para un total de cuarenta millones novecientos noventa y cuatro mil ochocientos setenta y seis bolívares con cuarenta céntimos (Bs. 40.994.876,40), equivalentes a cuarenta mil novecientos noventa y cuatro bolívares fuertes con ochenta y ocho céntimos (Bs.F. 40.994,88), por concepto de indemnización adicional por despido injustificado. Así se decide.  
Por las mismas razones, también tiene derecho al pago de la indemnización sustitutiva del preaviso en los términos establecidos en el mencionado artículo 125, por lo que el reclamo se declara procedente. De esta manera, la demandada debe pagar a la actora el equivalente a sesenta (60) días de salario integral, a razón de trescientos cuarenta y un mil seiscientos veintitrés bolívares con noventa y siete céntimos (Bs. 341.623,97) por día, para un total de veinte millones cuatrocientos noventa y siete mil cuatrocientos treinta y ocho bolívares con veinte céntimos (Bs. 20.497.438,20), equivalentes a veinte mil cuatrocientos noventa y siete bolívares fuertes con cuarenta y tres céntimos (Bs.F. 20.497,43), por concepto de indemnización sustitutiva del preaviso. 
Demanda el pago de la cantidad de cuarenta y nueve millones cuarenta y tres mil trescientos ochenta y siete bolívares (Bs. 49.043.387), por concepto de prestación de antigüedad, con fundamento en el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo.
No consta en autos que la demandada haya realizado pago alguno a la actora por concepto de la prestación de antigüedad, por lo que el reclamo se declara procedente. Por consiguiente, aquella deberá pagar a ésta, por este concepto, la cantidad que se determine mediante experticia complementaria del fallo, en los términos establecidos en el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, a tal efecto, el salario base de cálculo será el salario integral correspondiente a cada período, considerando que el salario básico será el que resulte después de aplicar los incrementos ordenados en esta sentencia, y que el último salario integral devengado por la actora es la cantidad de trescientos cuarenta y un mil seiscientos veintitrés bolívares con noventa y siete céntimos (Bs. 341.623,97).  
Por último, demanda el pago de los intereses sobre la prestación de antigüedad, los intereses de mora y la corrección monetaria, los cuales se ordenan pagar y calcular en los términos establecidos en el dispositivo de esta sentencia. 
Ahora, consta en autos que la actora recibió de la demandada, al terminar la relación de trabajo, la cantidad de diecinueve millones doscientos mil bolívares (Bs. 19.200.000), por lo que dicha suma debe deducirse de lo que en definitiva corresponda pagarle a la actora, por considerarse un anticipo de lo adeudado. Así se decide.   
En consecuencia, se declara con lugar la demanda intentada por la ciudadana Miryan del Carmen Madriz de Lucena, contra la sociedad mercantil Centro Clínico La Isabelica C.A.
DECISIÓN
Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1º CON LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado por la parte actora contra la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, publicada el 08 de octubre de 2007; y, 2º PARCIALMENTE CON LUGAR la demanda intentada por los ciudadanos MIRYAN DEL CARMEN MADRIZ DE LUCENA, contra la sociedad mercantil CENTRO CLÍNICO LA ISABELICA C.A. 
En consecuencia, se condena a la parte demandada a pagar a la demandante las siguientes cantidades de dinero: la cantidad de siete mil ciento cuatro bolívares fuertes con treinta y ocho céntimos (Bs.F. 7.104,38), por concepto de incrementos salariales; la cantidad de dos mil doscientos cuarenta y un bolívares fuertes con noventa y tres céntimos (Bs.F. 2. 241,93), por concepto de día adicional en los meses de treinta y un (31) días; la cantidad de ciento veinte bolívares fuertes (Bs.F. 120), por concepto de prima de antigüedad; la cantidad de cuarenta mil novecientos noventa y cuatro bolívares fuertes con ochenta y ocho céntimos (Bs.F. 40.994,88), por concepto de indemnización adicional por despido injustificado; y la cantidad de veinte mil cuatrocientos noventa y siete bolívares fuertes con cuarenta y tres céntimos (Bs.F. 20.497,43), por concepto de indemnización sustitutiva del preaviso. 
Asimismo, se le condena al pago de las cantidades que se determinen mediante experticia complementaria del fallo por los conceptos siguientes: vacaciones, bono vacacional y bono post vacacional, utilidades, tickets de alimentación y prestación de antigüedad. Esta experticia se practicará por un único experto designado por el Tribunal si las partes no lo pudieran acordar.
Se ordena el pago de los intereses sobre la prestación de antigüedad, los cuales se determinarán mediante experticia complementaria del fallo, realizada por el mismo perito designado; considerando para ello las tasas de interés a que se refiere el literal c) del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, fijadas por el Banco Central de Venezuela.
Se ordena el pago de los intereses moratorios sobre las cantidades condenadas a pagar, causados desde la fecha en la cual terminó la relación de trabajo hasta la fecha efectiva de pago, los cuales se determinarán mediante experticia complementaria del fallo, practicada por el mismo perito designado; considerando para ello las tasas de interés fijadas por el Banco Central de Venezuela.
Se ordena la corrección monetaria sobre las cantidades condenadas a pagar de la manera siguiente: a) sobre las sumas condenadas a pagar por concepto de prestación de antigüedad y de los intereses generados por dicha prestación previstos en el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, y por concepto de intereses moratorios por falta de pago de los conceptos anteriores, desde la fecha de terminación de la relación de trabajo hasta la fecha de publicación de esta sentencia; b) sobre las cantidades condenadas a pagar por los demás conceptos, desde la fecha de notificación de la demanda hasta la fecha de publicación de esta sentencia, excluyendo únicamente el lapso en que el proceso haya estado suspendido por acuerdo de las partes, o haya estado paralizado por motivos no imputables a ellas, es decir, caso fortuito o fuerza mayor, como vacaciones judiciales. Si la demandada no cumpliere voluntariamente el Tribunal al que corresponda la ejecución del fallo aplicará lo establecido en el artículo 185 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. El cálculo se hará mediante experticia complementaria del fallo, la cual se debe practicar considerando: 1º) Será realizada por el mismo perito designado; 2º) El perito, a los fines del cálculo de la indexación ajustará su dictamen al Índice Nacional de Precios al Consumidor por el tiempo transcurrido, en conformidad con la Resolución N° 08-04-01 del Banco Central de Venezuela y Providencia Administrativa N° 08 del Ministerio del Poder Popular para la Planificación y Desarrollo a través del Instituto Nacional de Estadística, publicado en los respectivos boletines emitidos por el Banco Central de Venezuela.
Finalmente, se ordena deducir de la cantidad total que en definitiva se determine a favor de la parte actora, la suma de diecinueve millones doscientos mil bolívares (Bs. 19.200.000), equivalentes en diecinueve mil doscientos bolívares fuertes (Bs.F. 19.200), recibidos como anticipo. 
No hay condenatoria en costas por no haber vencimiento total.
Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen, antes identificado, todo de conformidad con el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 
La presente decisión no la firma el Magistrado, ALFONSO VALBUENA CORDERO por no haber estado presente en la audiencia pública correspondiente.
Dada,  firmada  y  sellada  en  la  Sala  de  Despacho  de  la  Sala  de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los veinticinco  (25) días del mes de noviembre  de dos mil ocho. Años: 198° de la Independencia y 149° de la Federación.
El Presidente de la Sala (E) Ponente,
                        
                        
________________________
JUAN RAFAEL PERDOMO
 
 
Magistrado,                                                               Magistrado,
_______________________________           _______________________________
ALFONSO VALBUENA CORDERO          LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ
Magistrada,
_________________________________
CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA
El Secretario,
 
_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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